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Resumen: De acuerdo con la sentencia de constitucionalidad C-767 del 2014; el Ministerio de Trabajo 
expidió el Decreto 600 del 2017, en el cual la pensión especial para las víctimas del conflicto armado 
del artículo 46 de la Ley 418 de 1997 pasaría a denominarse prestación humanitaria periódica para 
las víctimas del conflicto armado. Pero ¿cuáles son las implicaciones jurídicas en el cambio de deno-
minación de la pensión especial de invalidez para las víctimas del conflicto armado a la prestación 
humanitaria periódica para esta población en Colombia? Para abordar este problema se recurrió a 
una revisión crítica de la normatividad y la jurisprudencia existente sobre la materia, haciendo uso 
del motor de búsqueda Google Académico. La discusión nos llevó a plantear, que la expedición del 
Decreto 600 del 2017 transgrede el principio de no regresividad pues se “retrocede el nivel de satis-
facción de un derecho social”, ya reconocido.
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Special Disability Pension and Periodic Humanitarian Provision 
for Victims of the Armed Conflict in Colombia

Abstract: In accordance with Constitutional Ruling C-767 of 2014, the Colombian Ministry of Labor 
issued Decree 600 of 2017, whereby the special pension for victims of the armed conflict — originally 
established by Article 46 of Law 418 of 1997 — was redesignated as the periodic humanitarian benefit 
for victims of the armed conflict. Consequently, this raises the question as to the legal implications of 
shifting the designation from a special disability pension to a periodic humanitarian benefit for this 
population in Colombia. To address this issue, a critical review of existing legislation and judicial prec-
edent was conducted using Google Scholar. The analysis suggests that the issuance of Decree 600 
of 2017 violates the principle of non-retrogression, as it reduces the established level of a recognized 
social right.

Keywords: armed conflict; international humanitarian law; victims; terrorist attack; special pension 
disability pension; periodic humanitarian provision; retrospectivity; principle of non-retrogression.

Benefício especial por incapacidade permanente e prestação 
humanitária periódica para vítimas do conflito armado 
colombiano

Resumo: De acordo com a sentença de constitucionalidade C-767 de 2014, o Ministério do Trabalho 
da Colômbia editou o Decreto 600 de 2017, no qual o benefício especial para as vítimas do conflito 
armado, prevista no artigo 46 da Lei 418 de 1997, passaria a denominar-se “prestação humanitária 
periódica para as vítimas do conflito armado”. Diante disso, questionam-se quais são as implicações 
jurídicas da mudança de denominação do benefício por incapacidade permanente para prestação 
humanitária periódica para essa população na Colômbia. Para abordar esse problema, recorreu-se a 
uma revisão crítica da legislação e da jurisprudência existentes sobre a matéria, utilizando o Google 
Acadêmico. A discussão permitiu propor que a edição do Decreto 600 de 2017 viola o princípio da 
não-regressividade, visto que retrocede o nível de satisfação de um direito social já reconhecido.

Palavras-chave: conflito armado; direito internacional humanitário; vítimas; atentado terrorista; 
benefício especial por incapacidade permanente; deficiência; prestação humanitária periódica; 
retrospectividade; princípio da não-regressividade.
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Introducción
La historia de la violencia en Colombia ha atrave-
sado diferentes periodos, pasando de una época 
marcada por el terrorismo del narcotráfico, en el 
coexistieron grupos guerrilleros; seguida al surgi-
miento de grupos paramilitares a mediados de la 
década de1990. Sin embargo, en el año 2011 se dio 
el reconocimiento al conflicto armado colombia-
no, mediante Ley 1448, la cual, en su artículo 3, 
definió a las víctimas de la siguiente manera: 

Se consideran víctimas, para los efectos de esta 
ley, aquellas personas que individual o colectivamen-
te hayan sufrido un daño a sus derechos por hechos 
ocurridos a partir del 1 de enero de 1985, incluyen-
do aquellas que se encuentran en el exterior, inde-
pendientemente de su estatus migratorio en el país 
donde habita, si goza o no de medidas de protección 
internacional, refugio o asilo, como consecuencia de 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario 
o de violaciones a las normas internacionales de De-
rechos Humanos o en los eventos de delitos contra 
los recursos naturales y del medio ambiente, ocurri-
das con ocasión del conflicto armado interno.

En Colombia, el conflicto armado ha dejado a 
la fecha 9 250 453 víctimas, de las cuales 7 350 349 
cumplen con los requisitos para acceder a las me-
didas de atención y reparación establecidas en la 
ley. Asimismo, se lograron identificar 400 732 víc-
timas que han declarado algún tipo de discapaci-
dad (UARIV, 2017).

El hecho de que Colombia se autoproclame 
como un Estado social de derecho quiere decir 
que la persona es el epicentro del Estado, “fundada 
en el respeto a la dignidad humana”. Lo anterior 
se entiende como las condiciones materiales e in-
materiales necesarias, concretas e imprescindible 
para el desarrollo del ser humano, convirtiéndose 
en el principio fundante del ordenamiento jurídico 
y, por tanto, del Estado (Molinares, 2011).

Por ello, el Estado debe respetar su obligación 
de reparar (a las víctimas) cuando sus funcionarios 
sean responsables por acción o por omisión en los 
hechos, o cuando el responsable de estos no cum-
pla con su obligación de reparar. Con este propó-
sito, los Estados deberían crear fondos nacionales 
para resarcir a las víctimas y buscar otras fuentes 

de financiación cuando fuera necesario para com-
plementarlos (Salcedo, 2010).

Al revisarse los registros de la Red Nacional 
de Información de la Unidad para las Víctimas 
(UARIV) del 2017, se encuentran identificadas las 
víctimas del conflicto armado, categorizadas por 
hechos victimizantes. En total se encontró un total 
de 96 278 en ese año, bien sea por actos terroristas, 
atentados, combates y hostigamientos. Por minas 
antipersonal, munición sin explotar y artefactos 
explosivos fueron11 140 víctimas (UARIV, 2017) 

Un grupo de especial protección son aquellas 
víctimas que, por la lesividad de las acciones vio-
lentas, adquirieran una discapacidad en el marco 
del conflicto armado; en principio, podrían aso-
ciarse como tales aquellas que hubiesen sufrido 
alguno de estos hechos victimizantes, tales como: 
actos terroristas, atentados, combates y hostiga-
mientos, que han sufrido ataques de minas anti-
personales, municiones sin explotar y artefactos 
explosivos.

A partir del año 1993, en la Ley 104, se contem-
pló una pensión especial de invalidez para las víc-
timas de atentados terroristas, que fue modificada 
por la Ley 241 de 1995; luego, para 1997, con la Ley 
418 se derogó la pensión creada para las víctimas 
de atentados terroristas y, en su lugar, se estableció 
una prestación similar dirigida a las víctimas del 
conflicto armado. Este auxilio, que a la postre se-
ría prorrogado por la Ley 548 de 1999 y la Ley 782 
del 2002, y cuya finalidad principal era mitigar las 
necesidades de las víctimas del conflicto armado 
que tuviesen una pérdida de capacidad laboral su-
perior al 50 % no fue regulado con la expedición de 
las leyes 1106 del 2006 ni 1421 del 2010 en las que se 
omite referirse a esta prestación económica.

En el año 2014, la Corte Constitucional, en 
Sentencia C-767, consideró que con las leyes 1106 
del 2006 y 1421 del 2010 se incurría en omisión 
legislativa, debido al incumplimiento de ampliar 
“progresivamente la garantía de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales y la proscripción de 
adoptar medidas regresivas, sin una justificación 
suficiente” (Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos, art. 2.1). Esto traía como consecuen-
cia de dejar desprotegidas a las posibles víctimas 
del conflicto armado.
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Llama la atención, que desde su creación y has-
ta el año 2017, de los miles de víctimas potenciales 
para ser beneficiarias pensión especial de invalidez 
para las víctimas del conflicto armado, únicamen-
te, resultaron beneficiarias de esta 58 personas 
(Huertas-Mendivelso y Pérez-González, 2016). 

Con fundamento en el precedente constitucio-
nal (Sentencia C-767-14), el Ministerio de Trabajo, 
emitió el Decreto 600 del 2017, en el cual, la pen-
sión especial para las víctimas del conflicto arma-
do contenida en el artículo 46 de la Ley 418 de 1997 
pasa a denominarse prestación humanitaria perió-
dica para las víctimas del conflicto armado.

En el 2019, el Ministerio del Trabajo constató 
que, hasta la fecha, 53 personas habían resultado 
beneficiarias de la prestación humanitaria periódi-
ca; sin embargo, esta cifra podría ser cuestionada, 
si se relaciona con el número de potenciales víc-
timas que podrían acceder a la prestación (Tovar 
de las Casa y Díaz Franco, 2019), No obstante, lo 
anterior no sería lo único cuestionable, pues tam-
bién quedaría sin responder ¿cuáles son las impli-
caciones jurídicas en el cambio de denominación 
de pensión especial de invalidez para las víctimas 
del conflicto armado a prestación humanitaria 
periódica?

Desarrollar una discusión en torno a la natu-
raleza jurídica de la prestación humanitaria perió-
dica desarrollada por el Ministerio de Trabajo, en 
el Decreto 600 del 2017, y la pensión especial para 
las víctimas del conflicto armado desarrollada por 
la Ley 418 de 1997 nos permite la generación de un 
nuevo conocimiento, el cual, a su vez, les brindará 
claridad a las víctimas del conflicto armado, en la 
medida en que analiza una situación problemática 
para un grupo poblacional altamente vulnerable.

Para lo anterior, se utilizó un enfoque cualita-
tivo, aprovechando la existencia de herramientas 
digitales, específicamente el motor Google Aca-
démico, con el que se filtró información y docu-
mentos relacionados con el tema, para realizar un 
análisis teórico del problema.

La metodología implementada es la hermenéu-
tica (descriptiva), dado que se realizará una revi-
sión crítica de la bibliografía, la normatividad y la 
jurisprudencia existente, en relación con la pensión 
especial de invalidez para las víctimas del conflicto 

armado y la prestación humanitaria periódica para 
esta población. 

La mayoría de los artículos revisados fueron 
buscados en la base de datos de Google Académi-
co, su versión en español. En relación con la juris-
prudencia, esta fue tomada en la relatoría virtual 
de la página oficial de la Corte Constitucional, con 
lo cual se elaboraron fichas de análisis jurispru-
dencial para la evaluación de pertinencia o no de 
los precedentes. Las variables de análisis en la bús-
queda de información en esta base de datos fueron: 
pensión de invalidez, prestación humanitaria pe-
riódica a víctimas del conflicto armado, invalidez 
y conflicto armado.

De esta forma, se logró cumplir con el objetivo 
principal de los autores el cual era el de determinar 
las implicaciones jurídicas que tiene el cambio de 
denominación de la pensión especial de invalidez 
para las víctimas del conflicto armado, a la pres-
tación humanitaria periódica para esta población, 
en Colombia. Este objetivo fue contestado, gracias 
al análisis de las normas del ordenamiento jurídi-
co colombiano que regulan la pensión especial de 
invalidez, así como la jurisprudencia y doctrina, a 
fin de contar con herramientas suficientes que nos 
permitieran evaluar la transición jurídica de una 
prestación a otra.

En el primer apartado del presente artículo se 
aborda el problema del conflicto armado en Co-
lombia; asimismo, se hace una definición de las 
víctimas del conflicto armado y se revisa infor-
mación con respecto a aquellas víctimas que, por 
sucesos relacionados al conflicto, adquirieron una 
discapacidad. Esta primera parte culmina abor-
dando el concepto de reparación. 

En el segundo apartado se habla de la pensión 
de invalidez como antecedente conceptual, para 
hacer un recuento de la normativa que da lugar a 
la aparición de esta prestación económica, en prin-
cipio, para las víctimas de atentados terroristas 
y, posteriormente, para las víctimas del conflicto 
armado. 

Debe indicarse que se ha escogido el esquema de 
elaboración de líneas jurisprudenciales propuesto 
por Diego Eduardo López Medina, por considerar 
que resulta práctico para hacer un barrido de la ju-
risprudencia que, sobre el tema, se ha emitido. De 
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esta forma, se pueden identificar los antecedentes 
que permiten entender el cambio de la pensión es-
pecial de invalidez a una prestación humanitaria pe-
riódica; entre estos se destaca la Sentencia C-767 del 
2014, entendida como sentencia hito, a partir de la 
cual se definen las características de esta prestación. 

Por último, es importante advertir, que en cada 
aparatado se realizaran conclusiones, que permi-
ten hacer el cierre de las discusiones propuestas, 
esto con el fin de facilitarle al lector el entendi-
miento del tema. No obstante, estas conclusiones 
no implican omitir una discusión final ni una po-
sible propuesta regulatoria del tema.

El Conflicto armado interno 
en Colombia, las víctimas y la 
discapacidad 
El conflicto armado interno o conflicto armado 
no internacional, puede ser conceptualizado jurí-
dicamente a partir de dos fuentes; una de ellas el 
artículo 3.° común a los Convenios de Ginebra de 
1949; el cual lo define en su artículo primero, así: 

[…] En caso de conflicto armado que no sea  
de índole internacional y que surja en el territorio de 
una de las Altas Partes Contratantes cada una de las 
Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, 
como mínimo, las siguientes disposiciones. 

Se indica que el conflicto debe ocurrir en uno 
de los estados de las altas partes contratantes, 
como consecuencia de los enfrentamientos entre 
Fuerzas Armadas gubernamentales contra grupos 
armados no gubernamentales, entre estos últimos 
sin injerencia de las fuerzas del Estado. 

Este conflicto armado no internacional se dife-
rencia de tensiones interiores, teniendo en cuenta 
las siguientes reglas propuestas por la Comisión 
Internacional de la Cruz Roja (2008): 

1. Por una parte, las hostilidades deben alcanzar 
un nivel mínimo de intensidad. Puede ser el caso, 
por ejemplo, cuando las hostilidades son de índole 
colectiva o cuando el Gobierno tiene que recurrir a 
la fuerza militar contra los insurrectos, en lugar de 
recurrir únicamente a las fuerzas de policía. 2.Por 
otra, los grupos no gubernamentales que participan 
en el conflicto deben ser considerados “partes en el 

conflicto”, en el sentido de que disponen de fuerzas 
armadas organizadas. Esto significa, por ejemplo, 
que estas fuerzas tienen que estar sometidas a una 
cierta estructura de mando y tener la capacidad de 
mantener operaciones militares. 

Por su parte, el Protocolo ii, adicional a los iv 
Convenios de Ginebra, define conflicto armado en 
su artículo primero, así: 

[…] los conflictos armados que no estén cu-
biertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a 
los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 
relativo a la protección de las víctimas de los conflic-
tos armados internacionales (Protocolo i) y que se 
desarrollen en el territorio de una Alta Parte contra-
tante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas 
disidentes o grupos armados organizados que, bajo 
la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre 
una parte de dicho territorio un control tal que les 
permita realizar operaciones militares sostenidas y 
concertadas y aplicar el presente Protocolo…

Esta definición resulta restrictiva, en compa-
ración con la señalada en el artículo 3.° común a 
los Convenios de Ginebra de 1949, debido a que 
exige un control del territorio y que el conflicto 
se desarrolle únicamente entre Fuerzas Arma-
das gubernamentales contra grupos armados no 
gubernamentales.

Para el caso colombiano debe advertirse que no 
existe una teoría unificada que permita definir el con-
flicto armado, debido a la pluralidad de actores po-
líticos; además, su longevidad1 dificulta enmarcar el 
conflicto armado interno colombiano en una única 
categoría. Por lo anterior se proponen diversas causas 
en relación con la génesis de la violencia en Colombia; 
por ejemplo, las dinámicas sociales basadas en rela-

1 	 El termino longevidad es utilizado para expli-
car lo extenso que ha sido el conflicto armado 
colombiano, reconocido como el más largo en 
Latinoamérica, lo cual dificulta la definición del 
conflicto armado, debido a que el paso del tiem-
po trae consigo eventos que alteran el curso del 
conflicto. Un ejemplo de ello son las fuentes de 
financiamiento de los grupos armados, pasando 
de los cultivos ilícitos al aprovechamiento de los 
megaproyectos que se realicen en territorio. 
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ciones de poder, en las cuales, históricamente, se han 
favorecido los modelos de acumulación en pro de las 
clases dominantes, aspecto que contribuye a germi-
nar de la violencia en el país (Leaño, 2015).

No en vano, ante la inequitativa distribución de 
las tierras, organizaciones de campesinos inicia-
ron movimientos como el denominado “Autode-
fensa de masas”, que fue uno los “primeros grupos 
guerrilleros como verdaderos ‘héroes de la lucha 
popular’” (Basta Ya, 2013, p. 111)

Entre los años 1970 y 1993, el Estado colombiano 
atravesó un periodo de violencia inclemente marca-
do por atentados terroristas, asesinatos selectivos y 
los denominados planes pistola. Durante dicho pe-
riodo, Pablo Escobar Gaviria logró sembrar terror 
a lo largo del territorio nacional en una guerra fa-
tídica que se concentraría, en Medellín, Cali y Bo-
gotá. Los carteles del narcotráfico se ensañaron con 
sevicia contra todos aquellos que representaban un 
obstáculo para sus intereses: jueces, políticos, po-
blación civil, fuerza pública y hasta clérigos, fueron 
blanco de la barbarie que se lidió en aquella época.

Sobre el particular, Gustavo Duncan Cruz 
(2013, p. 26) indica: 

La mafia en el narcotráfico es un tipo particular  
de organización que se especializa en la producción de  
poder desde el ejercicio privado de la violencia.  
El poder producido tiene en principio un propósito 
específico, el de generar una renta a partir de la re-
gulación del tráfico de drogas. 

Simultáneamente a la violencia generada por 
las mafias del narcotráfico, fueron surgiendo gru-
pos paramilitares: 

[…] en 1987, el entonces ministro de gobierno (y 
después candidato presidencial del partido liberal), 
Cesar Gaviria, declaró que en Colombia existían 140 
grupos paramilitares. A estos grupos paramilitares, 
incluido el mas, se le atribuye el asesinato de diri-
gentes políticos (especialmente de la Unión Patrió-
tica, partido de oposición), Estudiantiles, sindicales, 
y masacres (genocidios) de campesinos. (Rodríguez, 
1999, p. 26)

La historia de la violencia de Colombia en la 
que han concurrido diversos actores no había go-
zado de reconocimiento internacional; la decisión 
de reconocer la existencia de un conflicto armado 

interno es reciente y se dio en el gobierno de Juan 
Manuel Santos Calderón, alrededor del año 2011. 
La decisión fue comunicada a través de un discur-
so en el Acuerdo para la Prosperidad número 33: 

Buenaventura, Valle del Cauca (Colombia), 14 
de mayo de 2011 y si bien es cierto, las drogas han 
sido fundamentales para el financiamiento de los 
grupos armados reconocidos dentro del marco del 
conflicto armado interno, en el caso de la violencia 
derivada del narcotráfico para los años 1980 y 1990, 
se cuestiona con vehemencia el interés político que 
se exige para que los hechos victimizantes reseñados 
puedan ser enmarcados como acontecimientos pro-
pios del conflicto armado. (Corte Constitucional, 
Sentencia C 161, 2015)

Es importante concluir, que el Estado colombia-
no ha adoptado la definición del conflicto armado 
del Derecho Internacional Humanitario (dih): 

Los conflictos armados no internacionales 
son  enfrentamientos armados prolongados que 
ocurren entre fuerzas armadas gubernamentales y 
las fuerzas de uno o más grupos armados, o entre 
estos grupos, que surgen en el territorio de un Esta-
do (Parte en los Convenios de Ginebra). El enfrenta-
miento armado debe alcanzar un nivel mínimo de 
intensidad y las partes que participan en el conflicto 
deben poseer una organización mínima. (Comité 
Internacional de la Cruz Roja, 2008, p. 6)

Definiendo las víctimas 
Dada las dinámicas de violencia en Colombia, 
donde confluyen diversos actores, se identifican 
dos categorías de víctimas: aquellas que se recono-
cen dentro de sucesos ocurridos en el marco del 
conflicto armado y aquellas que han sido víctimas 
de otros actos violentos o de actores no reconoci-
dos dentro del conflicto armado.

Estas categorías están definidas de forma, directa 
o indirecta, por la normatividad nacional; en rela-
ción con aquellas víctimas de sucesos no reconoci-
dos en el marco del conflicto armado tenemos: la Ley 
104 de 1993, promulgada en un momento de álgida 
violencia perpetrada por las mafias del narcotráfi-
co; en su artículo 45, hizo referencia a las víctimas 
de atentados terroristas, sin ahondar en un actor en 
específico. Por otra parte, la Ley 418 de 1997, en su 
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artículo 46, se refirió a la protección de los habitantes 
contra las consecuencias de actos que se susciten en 
el marco del conflicto armado interno. Sin embargo, 
la mención de un conflicto armado para el año 1997 
no resulta acertada, si se parte de la base que dicho 
reconocimiento se produjo a mediados del año 2010. 
Por su parte, la Ley 975 del 2005 definió a las vícti-
mas desde la categoría jurídica del daño, indicando 

[…] se entiende por víctima la persona que in-
dividual o colectivamente haya sufrido daños direc-
tos tales como lesiones transitorias o permanentes 
que ocasionen algún tipo de discapacidad física, 
psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva) […] Los 
daños deberán ser consecuencia de acciones que ha-
yan transgredido la legislación penal, realizadas por 
grupos armados organizados al margen de la ley.

Ahora bien, en relación con las víctimas cuyos 
sucesos se reconocen el marco del conflicto arma-
do interno, tenemos la Ley 1448 del 2011, en cuyo 
artículo 3.° se estableció: 

Se consideran víctimas, para los efectos de esta 
ley, aquellas personas que individual o colectiva-
mente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos 
a partir del 1o de enero de 1985, como consecuen-
cia de infracciones al Derecho Internacional Hu-
manitario o de violaciones graves y manifiestas a 
las normas internacionales de Derechos Humanos, 
ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. 

Cada una de las definiciones dadas por el legis-
lador han sido cuestionadas por los colectivos de 
víctimas, los cuales consideran, que 

La lucha por el reconocimiento de las víctimas 
también se expande al terreno del significado de la 
noción de víctima. Así, el debate se ha construido 
alrededor de la pregunta acerca de las formas en que 
las víctimas se nombran a sí mismas, sin olvidar la 
carga simbólica y política de la categoría. En esta ad-
quisición de nuevos y diferentes sentidos, se produce 
una apropiación social de la noción, y si bien en la 
ley la noción de víctima se limita a una categoría ju-
rídica, en los procesos mencionados se evidencia la 
naturaleza emocional que encierra. (Jiménez, 2010 
citado en Delgado, 2015, p. 125) 

Por otra, parte la Ley 1448 de 2011, para iden-
tificar a las víctimas del conflicto armado, las ha 
clasificado de acuerdo con el suceso victimizante; 
dentro de los que se encuentran: 

[…] el abandono o despojo forzado de tierras, 
los actos terroristas, la amenaza, los combates, los 
enfrentamientos y hostigamientos, la violencia se-
xual, la desaparición forzada, el desplazamiento 
forzado, el homicidio, la masacre, los accidentes con 
minas antipersonal (map), las municiones sin explo-
tar (muse) y los artefactos explosivos improvisados 
(aei), el secuestro, la tortura, la vinculación de ni-
ños, niñas y adolescentes a actividades relacionadas 
con los grupos armados, así como los que determine 
la ley. (Unidad para la Atención y Reparación Inte-
gral de Víctimas, citado en Sepulbeda Zabala, 2019, 
p. 105) 

Para una mejor comprensión se encuentra la 
tabla 1.

Tabla 1. Víctimas no reconocidas y reconocidas en el marco del conflicto armado

Víctimas no reconocidas en el marco del conflicto armado Víctimas reconocidas en el marco del conflicto armado

Normatividad Actores Hechos victimizantes Normatividad Actores Hechos victimizantes

Ley 104 de 1993 No identifica Atentados terroristas
Ley 1448 del 
2011

Grupos armados 
reconocidos en 
el marco del 
conflicto armado.
Fuerza Pública 
Guerrillas
Grupos 
Paramilitares

El abandono o despojo 
forzado de tierras, los actos 
terroristas, la amenaza, los 
combates, los enfrentamientos 
y hostigamientos, la violencia 
sexual, la desaparición 
forzada, el desplazamiento 
forzado, entre otros

Ley 418 de 1997 No identifica Relacionados con el conflicto 
armado

Ley 975 de 2005 No identifica Violaciones al Derecho 
Internacional Humanitario

Un aspecto en común entre una y otra norma es que, independiente de la denominación que reciba el hecho victimizante, este será 
una infracción al Derecho Internacional Humanitario

Fuente: elaboración propia.
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En consecuencia, para efectos de nuestra dis-
cusión, nos centraremos en las víctimas que, como 
consecuencia de una infracción al Derecho Inter-
nacional Humanitario, hubiesen sufrido un daño, 
a partir del cual se pudiese certificar una pérdida 
de capacidad laboral, superior al 50 %.

Víctimas y discapacidad
La Unidad para la Atención y Reparación Inte-
gral a las Víctimas (uariv) considera víctimas 
con discapacidad a “aquellas personas que ade-
más de haber experimentado hechos victimizan-
tes, presentan diversidad funcional de tipo físico, 
sensorial, intelectual, mental o múltiple, que al 

interactuar en la sociedad encuentran barreras 
que los excluyen en el ejercicio de sus derechos” 
(uariv, 2017).

En Colombia, a la fecha, el conflicto armado 
ha dejado 9 342 426 víctimas, de las cuales solo 
7 422 484 cumplen con requisitos para acceder a 
las medidas de atención y reparación establecidas 
en la ley; de estas cifras se identifican 404 859 vícti-
mas que han declarado algún tipo de discapacidad, 
sin embargo, se desconoce el número de víctimas 
no reconocidas dentro de la Ley 1448 de 2011, que 
como consecuencia de una infracción al Derecho 
Internacional Humanitario adquirieran una disca-
pacidad (uariv, 2021). 

Figura 1. Víctimas conflicto armado

 
Fuente: uariv (2021).

Figura 2. Víctimas con medidas de reparación en 2021

Fuente: uariv (2021).
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Figura 3. Víctimas con algún tipo de discapacidad

Fuente: uariv (2021).

Algunos eventos victimizantes permiten infe-
rir con mayor facilidad la adquisición de una dis-
capacidad. Así, por ejemplo, los Registros de la Red 
Nacional de Información de la uariv (2022) indi-
can que las víctimas por actos terroristas, atenta-
dos, combates y hostigamientos ascienden a 97 414 
personas, y por minas antipersonal, munición sin 
explotar y artefactos explosivos a 12 433 víctimas 
(uariv, 2017)

Ahora bien, debe partirse de una premisa y es 
que la información hallada en la uariv (2017) no 
discrimina el origen de la discapacidad y su rela-
ción con los hechos victimizantes; verbigracia, 
debemos preguntarnos ¿las víctimas relacionadas 
adquirieron la discapacidad como consecuencia 
del conflicto armado? ¿Cuántas personas con dis-
capacidad fueron víctimas del conflicto armado?

Por ello es importante indicar que no existe has-
ta el momento un reporte que discrimine cuántas 
víctimas adquirieron la discapacidad como conse-
cuencia del conflicto armado ni cuántas fueron las 
personas con discapacidad que resultaron víctimas 
del conflicto armado. Al respecto, Alexandra Mi-
lena Chaparro López (2019) afirma: 

[…] las personas en condición de discapacidad 
fueron expuestas a la discriminación y vulneración 
de sus derechos: Algunas de estas personas, han vi-
vido con una discapacidad toda su vida. Otras, han 

adquirido una discapacidad como causa de un con-
flicto bélico. Estas personas, se encuentran entre las 
más escondidas y olvidadas de entre las personas 
desplazadas. Se encuentran excluidas de los servi-
cios de asistencia generales, o simplemente no pue-
den acceder, como consecuencia de la existencia de 
barreras actitudinales, físicas y sociales. 

En la actualidad, podemos afirmar que, para 
acceder a un mecanismo de reparación en el mar-
co de la Ley 1448 del 2011 es necesario tener reco-
nocida la calidad de víctima del conflicto armado; 
esto implica, en los términos del artículo 3.°; haber 
padecido alguno de los hechos victimizantes ya 
mencionados, que el agente u actor que lo perpetre 
esté reconocido como un actor del conflicto arma-
do y que el hecho haya ocurrido a partir del 1 de 
enero de 1985.

Reparación víctimas conflicto 
armado
Independientemente de la obligación de reparar 
por parte de los victimarios, 

[…] el Estado debe respetar su obligación de 
reparar cuando sus funcionarios sean responsables 
por acción o por omisión en los hechos, o cuando 
el responsable de éstos no cumpla con su obligación 
de reparar. Con este propósito, los Estados deberían 
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crear fondos nacionales para resarcir a las víctimas 
y buscar otras fuentes de financiación cuando fuera 
necesario para complementarlos. (onu, 2004)

En este contexto, la legislación colombiana 
establece: 

[…] “para que las personas víctimas accedan a 
los derechos de esta ley, es de obligatorio cumpli-
miento realizar el registro único de víctimas y de 
esta forma podrá acceder a derechos como salud, 
ayuda humanitaria, educación y generación de in-
gresos, asesoría jurídico y psicosocial, reparación 
integral la cual se divide en Restitución, Indemni-
zación, Rehabilitación, Satisfacción, Garantías de 
no repetición”. (Navero, 2021)

En relación con esta primera parte se puede 
concluir que en Colombia el conflicto armado fue 
reconocido oficialmente por el Estado en el año 
2011, y aun cuando no exista una definición pro-
pia por parte del legislativo de lo que se entiende 
por conflicto armado interno, se ha adoptado la 
definición generada en el Derecho Internacional 
Humanitario.

Ahora bien, debe entenderse que la definición 
dada en el artículo 3.° de la Ley 1448 del 2011, con 
respecto a las víctimas del conflicto armado, se li-
mita a una categoría jurídica que permite estable-
cer una política de reparación; en consecuencia, el 
límite temporal establecido al 1 de enero de 1985 
desconoce la existencia de un conflicto armado 
con anterioridad; y únicamente establece límites 
de acceso a medidas de reparación. 

Atendiendo ese criterio de acceso, procede-
remos a revisar la pensión especial de invalidez 
como medida de reparación para las víctimas del 
conflicto armado dentro de la legislación nacional. 

La pensión de invalidez en 
Colombia
Esta prestación del sistema de seguridad social 
constituye una garantía a todo ser humano, afilia-
do y cotizante al sistema de seguridad social, que 
busca proteger la contingencia de invalidez, pero 
¿qué es la invalidez? Una definición jurídica de 
invalidez puede ser encontrada en el artículo 38 
de la Ley 100 de 1993, en la que dice lo siguiente: 

“Estado de Invalidez. Para los efectos del presente 
capítulo se considera inválida la persona que, por 
cualquier causa de origen no profesional, no pro-
vocada intencionalmente, hubiere perdido el 50 % 
o más de su capacidad laboral”.

Ahora bien, debe precisarse, como lo indica 
Arenas Monsalve (2018),en su libro Derecho Co-
lombiano de la Seguridad social, que 

[…] el problema técnico más importante, es defi-
nir y evaluar la invalidez; las legislaciones se mueven 
en tres conceptos: invalidez física (pérdida de la ca-
pacidad física o mental independientemente de sus 
consecuencias económicas o laborales), invalidez 
profesional (imposibilidad de continuar desempe-
ñando la actividad que se ejercía) e invalidez general 
(Imposibilidad de aprovechar cualquier oportuni-
dad del mercado laboral).

En consecuencia, más allá de ahondar en los 
criterios técnicos y científicos que deben seguirse 
para determinar el origen y el porcentaje de la pér-
dida de capacidad laboral de una persona. lo cierto 
es que la pensión de invalidez busca restablecer los 
derechos de un afiliado al sistema de seguridad so-
cial que por un evento infortunado o enfermedad 
se encuentre en imposibilidad de desempeñarse 
profesionalmente o contando con dicha posibili-
dad, se halle en una situación de reducción de sus 
capacidades físicas o mentales. 

Por lo tanto, aun cuando la pensión de invali-
dez por su naturaleza esté destinada a garantizar 
el mínimo vital de un afiliado y el de su familia, 
termina por cubrir aquello que parecería evidente: 
la deficiencia o la discapacidad con la que una per-
sona tendrá que afrontar su vida cotidiana. Pues 
como bien lo señala, Acosta Navas (2018, p. 70): 
“la primera está relacionada con la condición del 
cuerpo y de la mente, mientras que la discapacidad 
propiamente dicha tiene que ver con las restric-
ciones sociales que experimentan estas personas” 
(Acosta-Navas, 2018, p.70). 

Aspectos normativos de la pensión 
de invalidez
Como se ha advertido previamente, la pensión de 
invalidez es una prestación económica, que se le re-
conoce mensualmente una persona que ha perdido 
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el 50 % o más de su capacidad laboral. La razón 
para conceder esta prestación guarda relación al 
grado de afectación (merma) que una persona ha 
sufrido en su capacidad laboral y que repercute en 
su sostenimiento y, en ocasiones, el de su familia. 

Con respecto a lo anterior, la Corte Constitu-
cional, en Sentencia T-774 del 2015 señaló: 

[…] la situación de invalidez constituye una de 
las contingencias más dolorosas y frustrantes para el 
ser humano. La capacidad de locomoción y la pleni-
tud de las funciones físicas y síquicas son tan nece-
sarias para llevar una vida normal, tanto en el plano 
individual como en la relación social, que la pérdida 
o disminución de esas capacidades y funciones afec-
ta en el ser humano en forma dramática el concepto 
de sí mismo y la posibilidad de desarrollar las poten-
cialidades propias. Esta breve reflexión quiere des-
tacar que, cuando el derecho de la seguridad social 
se refiere a la invalidez y su tratamiento normativo, 
siempre se debe tener presente el profundo impacto 
que la situación de invalidez le genera a la persona 
afectada y a su círculo familiar. 

En la Ley 100 de 1993 (arts. 38 y siguientes) se 
fijan los requisitos para acceder a esta prestación 
en los siguientes términos: 

Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afi-
liado al sistema que conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo anterior sea declarado inválido y acredite las 
siguientes condiciones: * Invalidez causada por enfer-
medad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas 
dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente 
anteriores a la fecha de estructuración; *Invalidez 
causada por accidente: Que haya cotizado cincuen-
ta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años 
inmediatamente anteriores al hecho causante de la 
misma. PARÁGRAFO 1.°<Parágrafo CONDICIO-
NALMENTE exequible> Los menores de veinte (20) 
años de edad sólo deberán acreditar que han cotizado 
veintiséis (26) semanas en el último año inmediata-
mente anterior al hecho causante de su invalidez o 
su declaratoria. PARÁGRAFO 2.°. Cuando el afiliado 
haya cotizado por lo menos el 75 % de las semanas 
mínimas requeridas para acceder a la pensión de ve-
jez, solo se requerirá que haya cotizado 25 semanas 
en los últimos tres (3) años. (Congreso de la Republi-
ca, Ley 100 de 1993) 

En la Ley 860 de 2003, se modifican los requi-
sitos y se hacen más exigentes, pasando de 26 a 50 
semanas de cotización.  Con ello, se puede concluir 
entonces, que esta prestación económica, cubre el 
riesgo de invalidez de los afiliados al sistema de se-
guridad social, siempre y cuando la persona, tenga 
una pérdida de capacidad laboral superior al 50 %, 
y además se demuestre haber cotizado un número 
de semas determinadas de acuerdo con los señala-
do en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993. (Congre-
so de la República, Ley 860 de 2003)

Pensión para las víctimas de 
atentados terroristas 
Dadas las dinámicas de violencia causadas por el  
narcotráfico durante las décadas de 1980 y 1990, el 
Estado colombiano expidió la Ley 104 de 1993, en 
la cual se consagraron instrumentos para la bús-
queda de la convivencia, la eficacia de la justicia y 
en la que se dictan otras disposiciones. En el artí-
culo 45 de la precitada norma se indicaba:

Las víctimas que sufrieron una pérdida del 66 % 
o más de su capacidad laboral calificada con base en 
el Manual Único para la Calificación de Invalidez 
expedido por el Gobierno Nacional, tendrán dere-
cho a una pensión mínima legal vigente, de acuer-
do con lo contemplado en el Régimen General de 
Pensiones de la Ley 100 de 1993, siempre y cuando 
carezcan de otras posibilidades pensionales y de 
atención en salud. 

Para la adquisición de esta pensión no es nece-
sario estar afiliado al sistema de seguridad social o 
tener un mínimo de semanas cotizada; únicamen-
te, se exigen dos requisitos, haber sido víctima de 
un atentado terrorista y que, como consecuencia 
de dicho hecho, la víctima sufriera una pérdida de 
capacidad laboral del 66 %. 

Nótese que esta prestación económica no exige 
que el atentado terrorista esté relacionado con el 
marco del conflicto armado, pues el contexto histó-
rico en el que se expidió la Ley 104 de 1993 se da en 
el marco de la violencia causada por el narcotráfi-
co, esto atendiendo a la naturaleza del concepto de 
conflicto armado revisado en el apartado anterior.

Por último, el requisito de la pérdida de capa-
cidad laboral del 66 % resultó excesivo e, incluso, 
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desproporcionado en relación con la pensión de in-
validez, situación que, a la postre, sería corregida con 
la Ley 241 de 1995, en el artículo 15, el cual señala: 

Las víctimas que sufrieron una pérdida del 50 % 
o más de su capacidad laboral calificada con base en 
el Manual Único para la Calificación de Invalidez 
expedido por el Gobierno Nacional, tendrán dere-
cho a una pensión mínima legal vigente, de acuer-
do con lo contemplado en el Régimen General de 
Pensiones de la Ley 100 de 1993, siempre y cuando 
carezcan de otras posibilidades pensionales y de 
atención en salud.

Por lo tanto, se puede indicar que la Ley 104 de 
1993 estableció una modalidad de prestación econó-
mica dirigida a las víctimas de atentados terroristas, 
sin que circunscribiera dichos sucesos al conflicto 
armado, pues —como se advirtió en el apartado 
anterior— solo hasta el año 2011 se reconoció por 
parte del Estado colombiano, la existencia de un 
conflicto armado interno. Finalmente, el artículo 
134 de la Ley 104 de 1993, señalaba una vigencia de 
dos años desde su promulgación de la vigencia de la 
pensión antes referida.

Inicios y desarrollo de la pensión 
para víctimas del conflicto armado
Con la expedición de la Ley 418 de 1997, se dero-
ga la Ley 104 de 1993, como se puede leer en su 
artículo 131 donde se indica: “…Esta ley tendrá 
una vigencia de dos (2) años a partir de la fecha de 
su promulgación, deroga las Leyes 104 de 1993 y 
241 de 1995, así como las disposiciones que le sean 
contrarias”. Sin embargo, el artículo 46 del nuevo 
texto normativo, señala: 

Las víctimas que sufrieren una pérdida del 50 % 
o más de su capacidad laboral calificada con base en 
el Manual Único para la calificación de invalidez, ex-
pedido por el Gobierno Nacional, tendrán derecho a 
una pensión mínima legal vigente, de acuerdo con 
lo contemplado en el Régimen General de Pensiones 
de la Ley 100 de 1993, siempre y cuando carezcan 
de otras posibilidades pensionales y de atención en 
salud, la que será cubierta por el Fondo de Solidari-
dad Pensional a que se refiere el artículo 25 de la Ley 
100 de 1993 y reconocida por el Instituto de Seguros 

Sociales, o la entidad de naturaleza oficial señalada 
por el Gobierno Nacional. (Ley 418 de 1997, art. 46) 

No obstante, en el mismo artículo, se introduce 
el concepto de conflicto armado cuando se indica: 

[…] en los términos previstos en los artículos 
20 y 23 de la presente ley, los gastos funerarios de 
las mismas, para proteger a los habitantes contra las 
consecuencias de actos que se susciten en el marco 
del conflicto armado interno, subsidiará las líneas 
de crédito a que se refiere el presente título. (Ley 418 
de 1997, art. 46)

Como se advirtió anteriormente, el reconoci-
miento del conflicto armado interno en Colombia 
se da en el año 2011, razón por la cual fue necesa-
rio revisar la expresión en el “marco del conflicto 
armado interno”, contenida en el artículo 46 de 
la Ley 418 de 1997. En esta oportunidad el reco-
nocimiento de la prestación exige dos requisitos: 
haber sido víctima de un hecho reconocido dentro 
del marco del conflicto armado y que como conse-
cuencia de ese hecho se produjera una pérdida de 
capacidad laboral equivalente al 50 %. 

Mediante la Ley 548 de 1999, se prorrogó la vi-
gencia de la Ley 418 de 1997, por el término de tres 
años. Contando dicho término desde su fecha de 
promulgación, es decir, desde el 23 de diciembre 
de 1999. Más adelante, la Ley 782 del 2002, se pro-
rrogó la Ley 548 de 1999, señalando expresamente 
en su artículo 46: 

La presente ley tiene una vigencia de cuatro (4) 
años a partir de la fecha de su promulgación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias, en especial 
los artículos 11, 40, 41, 48,52, 84, 85, 86, 87, 88, 89 y 
100 de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada 
por la Ley 548 de 1999. 

En dicha ley, se resalta en el texto normati-
vo la definición de las víctimas, en los siguientes 
términos: 

Para los efectos de esta ley, se entiende por víc-
timas de la violencia política, “aquellas personas de 
la población civil que sufran perjuicios en su vida, 
o grave deterioro en su integridad personal o en sus 
bienes, por razón de atentados terroristas, combates, 
secuestros, ataques y masacres en el marco del con-
flicto armado interno. Son víctimas los desplazados 
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en los términos del artículo 1.° de la Ley 387 de 1997. 
(Ley 782 del 2002)

Omisión legislativa de la pensión de 
invalidez para víctimas del conflicto 
armado
Llama la atención que mediante Ley 1106 del 2006 
se haya prorrogado la vigencia de las leyes 418 del 
26 de diciembre de 1997 y 782 del 2002, por el tér-
mino de 4 años; sin embargo, en relación con la 
pensión de invalidez para víctimas del conflicto 
armado no se hizo manifestación alguna, situación 
que puede ser leída en su artículo primero cuando 
se indica: 

Artículo 1.° De la prórroga de la ley. Artículo 
CONDICIONALMENTE exequible Prorróguese 
por el término de cuatro (4) años, la vigencia de los 
artículos: 1.°, 2.°, 3.°, 4.°, 5.°, 6.°, 7.°, 13, 14, 20, 22, 23, 
24, 25, 26, 27, 28, 30, 31, 34, 35, 37, 42, 43, 44, 45, 47, 
49, 54, 55, 58, 59, 61, 62, 63, 64, 66, 68, 69, 72, 74, 75, 
76, 77, 78, 79, 80, 83, 91, 92, 93, 94, 95, 98, 102, 103, 
106, 107, 108, 109, 110, 112, 113, 114, 115, 117, 118, 
119, 121, 123, 124, 125, 126, 127, 128, 129 y 130 de la 
Ley 418 del 26 de diciembre de 1997, y modificada 
por las Leyes 548 de 1999 y 782 de 2002. Prorró-
guese de igual forma, los artículos: 2.°, 3.°, 4.°, 5.°, 
6.°, 7.°, 8.°, 9.°, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 19, 20, 21, 22, 
23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 35, 36, 38, 39, 
40, 41, 42, 43 y 46 de la Ley 782 de 2002. (Ley 1106 
del 2006)

La pensión de invalidez para las víctimas del 
conflicto armado tampoco fue regulada por la Ley 
1421 del 2010, la cual, al igual que su antecesora, 
prorrogó las vigencias de las leyes 418 de 1997, 782 
del 2002 y 1106 del 2006, omitiendo hacer referen-
cia a la prestación económica. 

Por lo tanto, podremos concluir que el Estado 
colombiano, mediante Ley 104 de 1993, concibió 
una prestación para las víctimas de atentados te-
rroristas, cuya vigencia en el sistema data entre el 
30 de diciembre de 1993 y el 26 de diciembre de 

1997. Igualmente, se puede decir que el Estado 
colombiano concibió una prestación para las víc-
timas del conflicto armado denominada pensión 
especial de invalidez, contemplada en la Ley 418 
de 1997, la cual tuvo una vigencia entre el 27 de di-
ciembre de 1997 hasta el 22 de diciembre del 2006. 

Entonces, debemos preguntarnos: ¿desapare-
cieron del ordenamiento legal las pensiones para 
víctimas de atentados terroristas y víctimas del 
conflicto armado respectivamente? ¿Cómo opera 
el principio de no regresividad frente a la derogato-
ria de la pensión especial para las víctimas de aten-
tados terroristas establecida en la Ley 104 de 1993? 
¿Qué consecuencias tiene la omisión legislativa 
frente a la pensión para las víctimas del conflicto 
armado interno? Para responder estas preguntas, 
procederemos analizar la jurisprudencia de las Al-
tas Cortes en relación con la pensión especial para 
las víctimas del conflicto armado. 

Precedentes constitucionales
A fin de dar respuesta a los interrogantes plantea-
dos en el segundo apartado, acudiremos a la Sen-
tencia C-767 del 2014, una decisión constitucional 
que se erige como el antecedente más relevante en 
relación con el reconocimiento pensional de las 
víctimas del conflicto armado y que será el pre-
cedente hito o sentencia arquimédica. A partir de 
ella se identificarán las decisiones judiciales más 
relevantes que sobre la materia se han emitido, 
aplicando la ingeniería reversa propuesta por el 
profesor Diego Eduardo López Medina (2006). 

Luego de revisar la Sentencia C-767 del 2014, 
se lograron identificar las siguientes sentencias: 
C-055 de 1996, C-1165 de 2000, T-595 de 2002, 
C-967 de 2003, T-025 de 2004, C-243 de 2006, 
C-801 de 2008, C-713 de 2009, C-553 de 2010, 
C-221 de 2011, C- 368 de 2012, C-532 de 2012, 
C-536 de 2012, T- 463 de 2012 y T-469 de 2013 
(Corte Constitucional, 2015)

Textos que una vez revisados arrojaron en defi-
nitiva el siguiente nicho jurisprudencial.
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Tabla 2. Nicho jurisprudencial C-767-14 (2013-2006)

2014 2013 2012 2011 2010 2009 2008 2007 2006

C-767-14 T-469 C- 288 C-221 C-375 C-324 C-377 C-209 C-108

C- 368 C-228 C-553 C-444 C-507 C-393 C-230A

C-536 C-824 C-869 C-556 C-801 C-809 C-243

C-532 T-062A T-068 C-588 T-743 T-595 C-370

T- 463 T-112 T-340 C-713 C-454

T-870 T-109 C-575

T-1069 T-205 C-1033

T-569 T-441

T-651

T-883

Fuente: elaboración propia.

Tabla 3. Nicho jurisprudencial C-767-14 (2005-1993)

2005 2004 2003 2002 2001 2000 1999 1998 1996 1995 1993

C-208 C-038 C-841 C-179 C-093 C-371 C-400 C-228 C-055 C-504 C-143

C-1230 C-305 C-841 C-615 C-362 C-734 C-011 C-568

T-860 C-795 C-967 C-789 C-410 C-1165 C-191

T-1248 C-991 T-495 T-500 C-774 C-428

T-025 T-789 T-595 C-651 C-509

C-898 C-633

C-948

C-1064

C-1052

Fuente: elaboración propia.

No obstante, de todas las decisiones adoptadas 
por la Corte, nos referiremos a las siguientes, por 
considerar que son decisiones actuales y de rele-
vancia directa en nuestro objeto de estudio: Sen-
tencia C-221 de 2011, C-536 de 2012, T- 463 de 
2012, T-469 de 2013 y C-767 de 2014.

La breve exposición de los precedentes rela-
cionados será presentada en el orden cronológico, 
hasta finalizar con aquella que consideramos es un 
hito, la Sentencia C-767 de 2014.

Sentencia C-221 del 2011
Mediante acción pública de inconstitucionalidad, 
el ciudadano Armando Enrique Colón Cárdenas, 

solicita a la Corte que declare la inexequibilidad 
del artículo 45 (parcial) de la Ley 181 de 1995 “por 
el cual se dictan disposiciones para el fomento 
del deporte, la recreación, el aprovechamiento del 
tiempo libre y la Educación Física y se crea el Siste-
ma Nacional del Deporte”.

Los reparos de la demanda están encaminados 
a las restricciones para la concesión del estímulos 
a las glorias del deporte, que consistía en un pen-
sión vitaliza, a quienes hayan sido medallistas en 
campeonatos mundiales oficiales reconocidos por 
el Comité Olímpico Colombiano o medallistas 
de Juegos Olímpicos, pues a los beneficiarios se le 
exigía no poseer recursos o ingresos superiores a 
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cuatro salarios mínimos, lo que, a juicio del actor, 
atenta contra los artículos 13 y 52 de la Constitu-
ción Política de Colombia.

Al momento de conocer la acción constitucio-
nal, la Ley 1389 del 2010 había mutado la naturale-
za de pensión a estímulo; sobre el particular, el juez 
constitucional explica: “el estímulo a los medallis-
tas olímpicos y campeones mundiales no le serán 
aplicables las reglas del sistema general de seguri-
dad social en pensiones, ni ninguna otra normati-
va previa o posterior que regule esa materia”.

La Corte Constitucional resuelve declarar exe-
quible, la expresión “cuando no tenga recursos o sus 
ingresos sean inferiores a cuatro (4) salarios míni-
mos mensuales legales”, prevista en el artículo 48 
de la Ley 181 de 1995 “por el cual se dictan dispo-
siciones para el fomento del deporte, la recreación, 
el aprovechamiento del tiempo libre y la Educación 
Física y se crea el Sistema Nacional del Deporte” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-221 del 2011).

Ahora bien, este fallo judicial merece ser des-
tacado toda vez que la Corte, reconoce que los 
estímulos consagrados Ley 1389 del 2010 no tie-
nen una naturaleza pensional, considerando que 
la prestación no prevé un método de cotización, 
requisitos de tiempo de servicios, edad mínima. 
En consecuencia, la Corte Constitucional fija unos 
criterios para determinar que no necesariamente 
un estímulo que reciba la denominación de pen-
sión, guarde la naturaleza jurídica de tal, argu-
mento que compartimos.

Sentencia C-536 del 2012
En esta oportunidad, el ciudadano Mauricio Or-
tiz Coronado demandó la inconstitucionalidad 
del parágrafo 3.º, del artículo 1.º, de la Ley 1114 
de 2006, que indica: “Las autoridades municipa-
les y distritales exigirán a todos los proyectos de 
vivienda la obligatoriedad de disponer el uno por 
ciento (1 %) de las viviendas construidas y en los 
proyectos de menos de cien (100) viviendas de una 
de ellas para la población minusválida”.

Para tales efectos el accionante formuló dos 
cargos: 

	◾ Cargo por violación del principio de no regresivi-
dad frente a personas con discapacidad

	◾ Cargo por violación del principio de no regresivi-
dad frente al derecho a la vivienda.

Los reparos del ciudadano radicaban en que 
consideraba que la norma demandada “disminuía 
en un 9 % la obligación relativa a las viviendas de 
interés social de fácil acceso que contenía la ley 
361 de 1997” (Corte Constitucional, Sentencia 
C-740 de 2003). 

Entonces, la Corte planteó el siguiente proble-
ma jurídico. “¿La disposición legal demandada es 
inconstitucional por desconocer el principio de 
progresividad en relación con las personas en si-
tuación de discapacidad, en el contexto del dere-
cho a la vivienda digna?”

Con este precedente, la Corte desarrolla un test, 
para determinar si una medida resulta regresiva. 
Sobre la prueba para definir medidas regresivas en 
materia de derechos sociales identificó: estudio de  
la posible regresividad, examen de la afectación  
de los contenidos mínimos intangibles de los dere-
chos sociales y análisis de la justificación. 

Entonces, la relevancia de esta sentencia radica 
en que la Corte Constitucional desarrolla un test 
de regresividad, argumento principal de nuestra 
sentencia arquimédica; en ese sentido, si bien la 
vivienda digna no guarda relación con el derecho 
acceder a una pensión, el argumento esbozado 
por la Corte para definir, la exequibilidad de la 
norma, es relevante de cara a las conclusiones que 
propondremos.

Sentencia C-463 de 2013
El señor Jorge María Ballesteros Melo interpuso 
acción de tutela en contra del Ministerio de Pro-
tección Social (Fidufosyga) y el Instituto del Segu-
ro Social, por considerar vulnerados sus derechos 
al trabajo, a la vida digna, a la seguridad social, a 
la salud y al mínimo vital. El accionante manifestó 
que el 8 de abril de 1996 fue víctima de un atentado 
terrorista con artefacto explosivo, que le ocasionó 
múltiples heridas y politraumatismos que dejaron 
en su humanidad secuelas graves e irreversibles a 
pesar de los extensos tratamientos médicos.

En consecuencia, el accionante solicitó que le 
fueran amparados los derechos fundamentales 
al trabajo, a la vida digna, a la seguridad social y  
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al mínimo vital; para el efecto, pretende que le sea 
reconocida la pensión de invalidez de que tratan 
las leyes 418 de 1997, 782 del 2002 y 1106 del 2006, 
por parte del Ministerio de Protección Social (Fi-
dufosyga) a través del Instituto del Seguro Social. 
Es decir, con base en la pensión especial de invali-
dez para las víctimas del conflicto armado del que 
hemos hablado previamente.

En primera instancia, El Juzgado Tercero La-
boral del Circuito de Valledupar, mediante senten-
cia del 24 de agosto del 2011, ampara el derecho 
fundamental del accionante, sustentando su fallo 
en la jurisprudencia del Consejo de Estado la cual 
ha hecho énfasis en que la pensión consagrada en 
la Ley 782 del 2002, artículo 18, forma parte del 
Sistema General de Pensiones, cuyo propósito es 
brindar protección especial a las personas víctimas 
del conflicto armado.

Sin embargo, el Tribunal Superior de Distrito 
Judicial de Valledupar, Sala Civil-Familia-Laboral, 
revocó el fallo de primera instancia argumentan-
do que la norma que otorga el derecho reclamado 
por el accionante no se encuentra desarrollada, 
ni mucho menos vigente, toda vez que ha sufri-
do sucesivas prórrogas y modificaciones desde su 
promulgación.

Finalmente, en sede de revisión, la Corte Cons-
titucional revoca la sentencia proferida por el Tri-
bunal Superior de Distrito Judicial de Valledupar 
(Sala Civil Familia Laboral), el 19 de octubre del 
2011, en cuanto negó la tutela de los derechos 
fundamentales del señor Jorge María Ballesteros 
Melo. En su lugar, concede la tutela de los derechos 
al mínimo vital, a la vida digna y a la Seguridad 
Social, en los términos de esta sentencia (Corte 
Constitucional, Sentencia T-463, 2013). 

Como fundamentos, expone que no es cierto 
lo manifestado por los accionados, debido a que la 
Ley 797 del 2003 modificó el régimen general de 
pensiones consagrado en la Ley de Seguridad So-
cial Integral Ley 100 de 1993, mas no el beneficio 
especial reconocido en el artículo 46 de la Ley 418 
de 1997, modificado por el artículo 18 de la Ley 
782 del 2002. 

Debe recordarse que la pensión especial para 
las víctimas del conflicto armado fue reconocida 
en el artículo 46 de la Ley 418 de 1997, el cual, si 

bien fue modificado por el artículo 18 de la Ley 
782 del 2002, mantiene encolumne lo referente a 
la pensión de invalidez; en síntesis, lo que la Corte 
plantea es que la Ley 797 del 2003 no modifica en 
absoluto la pensión a favor de las víctimas del con-
flicto armado contenida en el artículo 46 de la Ley 
418 de 1997.

Sentencia T-469 del 2013
El ciudadano Fernando Gilberto Arbeláez Insuasti 
presentó acción de tutela contra el Ministerio de 
la Protección Social (Fosyga) y el Instituto de Se-
guros Sociales, tras considerar que esas entidades 
vulneraron sus derechos fundamentales a la salud, 
la vida en condiciones dignas y el mínimo vital.

El 31 de mayo del 2010, en la vereda de San 
Pedro Guadalupe, zona rural de la Inspección de 
Policía de Puerto Limón, municipio de Mocoa, el 
ciudadano Fernando Gilberto Arbeláez Insuasti, 
fue víctima de una mina antipersonal, atribuida al 
grupo armado ilegal farc. Como consecuencia de 
lo anterior, fue calificado con una pérdida de capa-
cidad laboral del 56,15 %.

Con fundamento en lo anterior acudió al Mi-
nisterio de la Protección Social solicitando la apli-
cación del artículo 46 de la Ley 418 de 1997, sin 
embargo, el ministerio negó la solicitud, argumen-
tando, entre otros, que la Ley 797 del 2003 proscri-
bió y derogó cualquier posibilidad de convalidar 
semanas no cotizadas con otros requisitos; en con-
secuencia, al no reunir el accionante los requisitos 
mínimos para la pensión de invalidez, no puede 
ser beneficiario de esta prestación. Igualmente, ar-
gumentaron que la Ley 1106 del 2006, no extendió 
el artículo 18 de la Ley 782 del 2002 

En primera instancia, el Juzgado Segundo Pe-
nal del Circuito Especializado de Bogotá negó la 
prestación reclamada. Sostuvo que el hecho que 
produjo la pcl del accionante sucedió con poste-
rioridad al periodo de vigencia de la Ley 418 de 
1997 y de sus respectivas prorrogas, razón por la 
cual no era procedente aplicar una disposición de-
rogada. El accionante no presentó recurso. 

Mediante revisión del fallo, la Corte Constitu-
cional planteo el siguiente problema jurídico: “de-
terminar si las condiciones de orden público, que 
motivaron la creación de la pensión por invalidez 
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para víctimas de la violencia, fueron superadas o, 
si por el contrario, persisten y producen conse-
cuencias actuales” (Corte Constitucional, Senten-
cia T- 469 de 2013). En ese sentido, se analizará 
si las actuaciones desplegadas por las entidades 
accionadas y aun por el Congreso de la República 
vulneraron los derechos fundamentales al mínimo 
vital, a la seguridad social, a la vida en condicio-
nes dignas, a la especial protección constitucional 
a las personas en situación de debilidad manifiesta 
y la prohibición de regresividad en materia de de-
rechos sociales, del ciudadano Fernando Gilberto 
Arbeláez Insuasty.

Para la Corte el problema de orden público que 
dio lugar a la Ley 104 de 1993, no han cambiado 
en relación con la situación actual por la que atra-
viesa el país (año 2013), por lo tanto, considera 
que el Estado colombiano debe respetar los niveles 
de protección alcanzados en materia de derechos 
sociales, máxime cuando de ellos se desprenden 
prestaciones que mitigan el impacto de la violen-
cia, como la prestación estudiada en esta sentencia 
—haciendo alusión a la pensión especial—.

En consecuencia, la Corte procede a revocar el 
fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del 
Circuito Especializado de Bogotá y, en su lugar, 
concede el amparo de sus derechos fundamentales 
al mínimo vital, el debido proceso, la seguridad so-
cial y a la vida en condiciones dignas (Corte Cons-
titucional, Sentencia T-469, 2013). 

Llama la atención que, en esta oportunidad, la 
corte notifica la decisión adoptada a la Personería 
Municipal de Mocoa (Putumayo), para que este les 
informe a las personas en condiciones similares a 
las del accionante, a fin de que puedan acceder a la 
prestación establecida en el artículo 46 de la Ley 
418 de 1997.

Asimismo, debe resaltarse que, hasta esa fecha, 
la Corte consideraba que la prestación establecida 
en el artículo 46 de la Ley 418 de 1997 se mante-
nía vigente, aun cuando esta no hubiese sido pro-
rrogada por la Ley 1106 del 2006. En igual sentido 
es importante resaltar que, hasta ese momento, la 
Corte no entró a considerar la naturaleza jurídica 
de la pensión especial para las víctimas del conflic-
to armado, como sí lo había hecho en la Sentencia 
C-221 de 2011.

Sentencia C-767 del 2014
En esta oportunidad, la Corte Constitucional re-
solvió acción de inconstitucionalidad, presentada 
por Jorge Amando Otálora, defensor del pueblo, 
quien demandó por inconstitucionalidad los artí-
culos 131 de la Ley 418 de 1997 (parcial), 1 de la Ley 
548 de 1999, 1 de la Ley 782 de 2002, 1 de la Ley 
1106 de 2006 y 1 (parcial) de la Ley 142 del 2010, 
pues consideraba que estos vulneran los artículos 
13, 84 y 94 de la Constitución Política.

Como ya se ha visto, las leyes 1106 del 2006 y 
142 del 2010, en sus artículo primero, omiten pro-
nunciarse con respecto al artículo 46 de la Ley 418 
de 1997, por lo tanto: 

[A] consideración del actor hay una violación al 
principio de progresividad de los derechos sociales 
y a los derechos al mínimo vital, a la vida digna, a 
la igualdad, a la seguridad social y a la reparación 
de las víctimas en condición de discapacidad, al es-
tablecer el legislador anticipadamente un término 
preciso de vigencia para una prestación económica 
en favor de los referidos grupos poblacionales y lue-
go suspenderla sin tener razones que justificaran esa 
situación2. (Ley 418 de 1997) 

Es así como la Corte Constitucional plantea el 
siguiente problema jurídico: ¿la omisión por parte 
del legislador, de prorrogar nuevamente la vigencia 
del artículo 46 de la Ley 418 de 1997, desconoce el 
principio de progresividad en materia de derechos 
económicos, sociales y culturales y otras obligacio-
nes consagradas en el texto superior? 

El juez constitucional concluye, primero, que, sí 
se generó una omisión legislativa relativa, debiendo 
el legislador pronunciarse con respecto al artículo 
46 de la Ley 418 de 1997, en las leyes 1106 del 2006 
y 142 del 2010. Entonces, como consecuencia esta 
omisión, sostuvo la corte, se incumplió el deber 
específico impuesto por el constituyente, específi-
camente, de ampliar progresivamente la garantía 
de los derechos económicos, sociales y culturales y 
la proscripción de adoptar medidas regresivas, sin 
una justificación suficiente (Corte Constitucional, 
Sentencia C-767 del 2014). 

2 	 Víctimas en condición de discapacidad.
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En consecuencia, la comisión legislativa relati-
va de la Corte decidió: 

[…] declarar exequibles los artículos 1 de la Ley 
1106 del 2006 y 1 de la Ley 1421 del 2010, en el en-
tendido que las víctimas del conflicto armado inter-
no, que sufrieren una pérdida del 50 % o más de su 
capacidad laboral calificada con base en el Manual 
Único para la calificación de invalidez expedido por 
el gobierno nacional, tendrán derecho a una pensión 
mínima legal vigente, de acuerdo con lo contempla-
do en el Régimen General de Pensiones de la Ley 100 
de 1993, siempre y cuando carezcan de otras posibi-
lidades pensionales y de atención en salud. 

Por lo tanto, en relación con resolver el inte-
rrogante planteado en el segundo apartado, ¿qué 
consecuencias tiene la omisión legislativa frente a 
la pensión para las víctimas del conflicto armado 
interno?, se puede afirmar que la Corte reconoció 
una omisión legislativa relativa, en consecuencia, 
decidió en la Sentencia C-767 del 2014, declarar 
la exigibilidad condicionada de los artículos 1 de 
la Ley 1106 del 2006 y 1 de la Ley 1421 del 2010; 
por lo tanto, las víctimas del conflicto armado en 
Colombia tendrán derecho a una pensión mínima 
legal vigente, de acuerdo con lo contemplado en 
el Régimen General de Pensiones de la Ley 100 
de 1993. 

Dada la naturaleza del asunto y que el fallo de 
la Corte en la Sentencia C-767 del 2014 deviene  
de una acción de inconstitucionalidad, no cabe 
duda de que sus efectos han de ser retroactivos, sin 
que como consecuencia de este pueda generarse un 
vacío para aquellas víctimas del conflicto armado 
que causaron su derecho entre el 22 de diciembre 
del 2006 (Ley 1106) y 15 de diciembre de 2014, un 
día antes de la Sentencia C-767 del 2014. 

Ahora bien, en relación con el cuestionamien-
to, si ¿desapareció del ordenamiento legal la pen-
sión para las víctimas del conflicto armado? La 
respuesta debe ser no, pues, como ya se ha señala-
do, la Sentencia C-767 del 2014, en su parte resolu-
tiva señalo: “las víctimas del conflicto armado en 
Colombia tendrán derecho a una pensión mínima 
legal vigente, de acuerdo con lo contemplado en 
el Régimen General de Pensiones de la Ley 100 de 
1993”. 

No obstante, es importante resaltar que la Cor-
te no aborda el problema de la naturaleza jurídica 
de la pensión para las víctimas del conflicto ar-
mado, pues, de haberlo hecho, el resultado nece-
sariamente habría sido que no tiene la naturaleza 
de una pensión; en su lugar únicamente hace un 
estudio en relación con lo que considera es una 
omisión legislativa, situación que es favorable para 
las víctimas del conflicto armado, pero no resuelve 
el asunto de fondo.

Decreto 600 del 2017
El Decreto 600 del 2017 es una norma expedida 
por el Ministerio de Trabajo que en cuyo título se 
lee, reglamenta “la prestación humanitaria perió-
dica para las víctimas del conflicto armado, de que 
trata el artículo 46 de la Ley 418 de 1997” y su fuen-
te de financiación. 

El primer aspecto relevante del Decreto 600 
del 2017 es la mutación de la pensión especial para 
las víctimas del conflicto armado a una prestación 
humanitaria y periódica, punto sobre el cual se de-
bería preguntar es ¿son iguales la pensión especial 
para las víctimas del conflicto armado y la presta-
ción humanitaria y periódica para las víctimas del 
conflicto armado?

Si bien, hay elementos de fondo que no se van 
a abordar —con respecto al financiamiento de la 
prestación—, es importante manifestar que una 
prestación periódica no es igual a una pensión. 
Así, por ejemplo, la prestación humanitaria no es 
sustituible, es decir fenece con el fallecimiento del 
beneficiario, debido a que la pensión especial es 
sustituible en los términos de la Ley 100 de 1993. 

De igual forma, hay una diferencia plausible 
en el número de mesadas otorgadas, mientras la 
pensión especial reconocía entre trece y catorce 
mesadas, la prestación humanitaria periódica úni-
camente concede doce mesadas. Asimismo, debe-
mos resaltar que el Decreto 600 del 2017 se erige 
como una norma retrospectiva. (Ley 418 de 1997); 
ello puede extraerse de su artículo 2.2.9.5.2, en el 
que se indica: 

El presente capítulo aplica a las víctimas que con 
posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 418 
de 1997, es decir el 26 de diciembre de 1997, hubieren 
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sufrido una pérdida de capacidad laboral igual o 
superior al 50 % como consecuencia de un acto de 
violencia suscitado en el marco del conflicto armado 
interno. (Ley 418 de 1997)

Pero ¿cuál es el fundamento del Ministerio de 
Trabajo para expedir el Decreto 600 del 2017? ¿Tie-
ne facultades el Ministerio de Trabajo para crear 
derechos en materia prestacional y pensional? 
¿Desconoce el Ministerio de Trabajo el precedente 
constitucional en Sentencia C-767 del 2014?

Auto 290 del 2015
Una vez emitida la Sentencia C-767 del 2014, el mi-
nistro de trabajo de la época solicitó su aclaración, 
pues consideraba que en esta existían argumentos 
que podían contrastar con la parte resolutiva. Sin 
embargo, lo que el ministro en el fondo pretendía 
resolviera la Corte era ¿quién, cómo y con qué re-
cursos se financiaría la pensión especial para las 
víctimas?

Para ello, a continuación se citarán apartes de 
las sentencias T- 463 de 2012 y T-469 de 2013, a su 
vez replicadas en la C-767 del 2014, de la siguiente 
forma:

Así las cosas, esta prestación de carácter excep-
cional no debe confundirse con las contempladas en 
el Sistema General de Seguridad Social en Pensio-
nes, estipuladas en la Ley 100 de 1993. Por tanto, la 
entidad encargada de su reconocimiento no puede 
exigir requisito alguno que no se encuentre expresa-
mente consagrado en la norma especial que la creó. 
En ese orden de ideas, mal haría cualquier entidad 
del Estado en afirmar que es una pensión ordina-
ria de invalidez, o que debe aplicarse los requisitos 
de cotización y tiempos de servicio establecidos 
para las pensiones del régimen contributivo. (Corte 
Constitucional, Sentencia T 469, 2013)

Cabe señalar que, en otras oportunidades, la 
jurisprudencia constitucional ha admitido la exis-
tencia de prestaciones económicas de carácter pe-
riódico a cargo del Estado, y ha considerado además 
que tales prestaciones no forman parte del Sistema 
General de Pensiones. (Corte Constitucional, Sen-
tencia C 221, 2011)

Pese que la decisión en el Auto 290 del 2015 fue 
“negar por improcedente”, la solicitud de aclaración 

de la Sentencia C-767 del 2014, formulada por el 
Ministerio del Trabajo, este último parafraseó 
como justificación para la expedición del Decreto 
600 del 2017 una afirmación de la Corte en la que se 
lee: “la prestación económica denominada pensión 
de invalidez para víctimas del conflicto armado no 
pertenece al Sistema General de Pensiones y, por 
tanto, no tiene su origen en la seguridad social”.

El Ministerio de Trabajo concluyó de manera 
errónea que la prestación establecida en el artículo 
46 de Ley 418 de 1997 no le son aplicables las re-
glas del Sistema General de Pensiones (Sentencia 
C-069, 2015). Sin embargo, debe tenerse presente 
que las citas usadas por la Corte en relación con las 
sentencias T- 463 de 2012 y T-469 de 2013 hacían 
referencia a la no exigencia de semanas de cotiza-
ción para el reconocimiento de la prestación por 
no estar concebidas en la pensión especial; no obs-
tante, el órgano constitucional fue en enfático en 
manifestar que la prestación, la pensión especial de  
invalidez debería ser concedida en los términos  
de la Ley 100 de 1993.

A modo de conclusión, el Ministerio de Trabajo 
se excedió en sus facultades, pues con el Decreto 
600 del 2017 no reglamentó el artículo 46 de Ley 
418 de 1997, sino que sustituyó arbitrariamente el 
precedente constitucional, en específico, una or-
den constitucional como lo fue la dispuesta en la 
Sentencia C-767 de 2014.

De igual forma, el ministerio incurrió en una 
falsa motivación en la expedición del Decreto 600 
del 2017, pues argumentó su expedición, parafra-
seando apartes de las sentencias C-767 de 2014, T- 
463 del 2012 y T-469 del 2013 y el Auto 290 del 2015, 
fuera del contexto original. Por lo tanto, considera-
mos que, en efecto, la pensión especial para las víc-
timas del conflicto armado no ha desaparecido del 
ordenamiento jurídico y esta debe ser reconocida 
en los términos de la C-767 del 2014. En relación 
con el principio de no regresividad, es claro que se 
ve afectado por el Decreto 600 del 2017, toda vez 
que modifica las condiciones normativas prexisten-
tes, pues con su expedición se “retrocede el nivel de 
satisfacción de un derecho social”, ya reconocido. 

Todo ello, sin tener en cuenta que el Decreto 
600 del 2017 no hace mención a la pensión para 
las víctimas de atentados terroristas por hechos 



20 I. D. Laguna Zapata ■ L. F. Enríquez Mora ■ C. M. Mira González

Prolegómenos  ■  Vol. 29(57)

derivados de la violencia del narcotráfico, conte-
nida en el artículo 45 de la Ley 104 de 1993, que 
no guarda relación con las víctimas del conflicto 
armado, pues, si bien esta norma fue derogada por 
la Ley 418 de 1997, debe traerse a la vida jurídica, 
frente a las personas que, para la fecha, reunieran 
los requisitos establecidos, pérdida de capacidad 
del 50 % y ser víctima de un atentado terrorista.

Sobre el principio de no 
regresividad en materia de 
derechos humanos
El principio de no regresividad de los derechos 
humanos ha sido ampliamente desarrollado en 
diferentes directrices de la Organización de las 
Naciones Unidas y en varias de las sentencias de 
la Corte Constitucional. Así, por ejemplo, en la 
observación general N.° 3 del Comité de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales se define el prin-
cipio de no regresividad de los derechos humanos 
como aquel fundamento de los derechos humanos 
que les impide a los Estados retroceder en la pro-
tección de dichos derechos y, en este sentido, los 
obliga a mantener deberes de protección para su 
cumplimiento.

Por otra parte, la Sentencia C 038 de 2024 defi-
ne el principio de no regresividad de los derechos 
humanos, en este caso, refiriéndose a los derechos 
de los trabajadores, como la prohibición por parte 
del órgano legislativo de desmejorar la situación de 
un trabajador y, con ello, la obligación de mantener 
los mínimos que deben ser garantizados en mate-
ria de protección de derechos sociales, económicos 
y culturales y, en general, de los derechos humanos.

Cómo rasgos generales de este principio, tene-
mos los siguientes:

	◾ Prohibición de retroceder en las garantías y con 
ello, prestaciones bien asistenciales o económicas 
de un derecho.

	◾ Presunción de ilegalidad del acto normativo 
que desmejore las condiciones de un derecho 
humano.

	◾ Carga probatoria, a favor del Estado, en la justi-
ficación de una medida regresiva de un derecho 
humano.

	◾ Carácter temporal de una medida regresiva y su 
proporcionalidad.

Con todo ello, en el caso de la prestación eco-
nómica, relacionada con la pensión de invalidez, 
el principio de no regresividad de los derechos hu-
manos se ve afectado, por las razones que enuncia-
remos a continuación.

Conclusiones y discusiones
Si bien el Estado colombiano reconoció la existen-
cia de un conflicto armado solo hasta el año 2011, 
lo cierto es que el artículo 3.° de la Ley 1448 del 
2011 definió o construyó una categoría jurídica de 
víctima, así como estableció un límite temporal 
para acceder a medidas de reparación desde el 01 
de enero de 1985. 

Con un aproximado de 400 732 víctimas que 
declararon algún tipo discapacidad, el artículo 46 
de la Ley 418 de 1997 representaba una medida de 
reparación que dignificaría a las víctimas ayudan-
do al restablecimiento de sus derechos. 

Sin embargo, varias circunstancias en su en-
torno han acontecido; la primera es que semán-
ticamente la prestación fue incorrectamente 
nominada, esto se debió a que el auxilio estableci-
do del artículo 46 de la Ley 418 de 1997 no tiene la 
naturaleza de una pensión —por lo menos, no en 
el sistema de seguridad social nacional—, posición 
que, además, es compartida por la Corte Consti-
tucional en Sentencia C-221 del 2011, pues no pre-
vé un método de cotización, requisitos de tiempo 
de servicios, edad mínima; circunstancia que, a la 
postre, llevó diversos cuestionamientos en relación 
con la fuente de financiación de la prestación que 
culminó con un bajo número de reconocimientos. 

Aun cuando la Corte Constitucional no reali-
zó ningún estudio con respecto al artículo 46 de 
la Ley 418 de 1997, referente a la naturaleza de la 
prestación, en la Sentencia C-767 del 2014 sí estu-
dió la vigencia del artículo 46 de la Ley 418 de 1997 
de cara a las leyes 1106 del 2006 y 142 del 2010. Por 
lo tanto, es claro que la pensión especial para las 
víctimas del conflicto armado no es una pensión 
del sistema de seguridad social; sin embargo, con 
motivo de la Sentencia C-767 del 2014, los auxilios 
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que se reconozcan deben ser concedidos en los tér-
minos de la Ley 100 de 1993.

Asimismo, según nuestro criterio, el artículo 
46 de la Ley 418 de 1997 se encuentra vigente, aun 
con la expedición el Decreto 600 del 2017, el cual 
consideramos fue expedido excediendo las facul-
tades del Ministerio de Trabajo, resultando con-
trario al ordenamiento constitucional, pues atenta 
el principio de no regresividad, así como el orden 
jerárquico de las normas.

Ello es así, por cuanto establece un beneficio 
menor al consagrado en la Ley 418 de 1997 y el De-
creto 600 del 2017 que reglamentaban esta presta-
ción. Lo anterior implica que los beneficiarios de 
esta prestación económica optarán por obtenerla 
y, con ello, renunciar a la pensión de invalidez. Sin 

embargo, esto se altera el principio de la no regresi-
vidad de los derechos humanos y el establecimiento 
de prestaciones económicas en el Sistema General 
de Seguridad Social en material pensional, inferio-
res al salario mínimo legal mensual vigente. Por lo 
tanto, se configura una medida regresiva para las 
víctimas del conflicto armado que acrediten este 
requisito.

Por último, debe indicarse que las víctimas de 
atentados terroristas de los años noventa cuentan 
con un auxilio establecido en el artículo 45 de la 
Ley 104 de 1993, derogado con la Ley 418 de 1997, 
vigente entre el 30 de diciembre de 1993 y el 26 de 
diciembre de 1997, a quienes no les es oponible la 
categoría jurídica de víctima del conflicto armado 
establecida en el artículo 3 de la Ley 1448 del 2011.
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